Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 31 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“El señor Presidente del Senado remite copia de exposición escrita presentada por los 
señores Representantes Nacionales Alberto Casas, Gustavo Cersósimo y Walter De León relacionada 
con la entrada en vigencia de la Ley N* 18.308, de 18 de junio de 2008, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible. 


-La señora Selene Basiliadis solicita audiencia a efectos de realizar un planteo personal para 
brindar ayuda a intrusos y ocupantes precarios del CH Euskal Erría 71. 


-La Comisión Administradora del CH del BHU A-50/950 de Pando, Canelones, solicita 
audiencia para realizar un planteo sobre dicho Complejo. 


-La ONG “Un Techo para mi País” solicita audiencia a efectos de realizar la presentación de 
sus proyectos. 


-La Asociación Nacional Pro Derechos del Adulto Mayor solicita audiencia a efectos de 
plantear la carencia y soluciones de programas de vivienda para el adulto mayor.” 


-Según tengo entendido, el señor Senador Bordaberry desea hacer otro planteo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me gustaría invitar a la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente para que nos informe sobre un tema que, creo, es de ordenamiento territorial y 
tiene que ver con las objeciones que ella realizó -adelanto que me parecen sensatas- acerca de la 
ubicación del puente sobre la Laguna Garzón. Afirmó que tenía dudas y, en base a ellas, se podría 
definir por la negativa pero le ha pedido al promotor -que es el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas- algunas aclaraciones y argumentos sobre este tema. Sin embargo, esas razonables 
preocupaciones y dudas de la señora Ministra fueron contestadas duramente por un funcionario del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas que la acusó de ser rebuscada. 


Dado que no disponemos de toda la información, creo que sería bueno que compareciera la 
señora Ministra y, de ser posible, nos enviara los antecedentes sobre las observaciones a efectos de 
analizarlos. 


SEÑORA SECRETARIA.- Si la señora Presidenta me permite, debo decir que el Prosecretario de la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas me informó que la señora Ministra ha sido convocada por 
este mismo asunto, pero por el momento no han tenido respuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, puede ser convocada por muchos pero la Comisión de Vivienda 
y Ordenamiento Territorial -que es nuestra materia- también puede hacerlo. 


No tengo inconveniente en que se haga la convocatoria, pero si abordamos este tema me 
gustaría que en una sesión se invitara a la señora Ministra y, en otra, a los señores Intendentes 
implicados. De esta manera tendremos una visión completa del problema. 


Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, pediríamos que nos traigan toda la 
información relativa a este tema. Se trata de un asunto del que se ha hablado mucho y, a veces, uno 
no cuenta con todo el paquete informativo. 


De ser así, en primer lugar convocaríamos a la señora Ministra y luego a los Intendentes de 
Maldonado y Rocha, a quienes podríamos citar en forma conjunta ya que allí están ubicadas las dos 
puntas del puente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me gustaría saber si es posible que, una semana antes de la audiencia, nos 
manden los antecedentes: las observaciones hechas por el Ministerio y el estudio enviado a esa 
Cartera. De esta forma, podríamos conversar con la señora Ministra con mayor propiedad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo, señor Senador. 


También tenemos siete solicitudes de audiencia, que podemos ir atendiéndolas en las 
siguientes sesiones. 


En lo personal, quisiera hacer una observación puesto que es difícil recibir en forma 
personalizada y una de estas audiencias es un planteo personal. Por eso, considero que podemos 
priorizar los que son propuestas o proyectos colectivos -aquí hay varios, interesantes- y luego recibir a 
esa señora, porque tampoco vamos a dejar de hacerlo. Si los señores Senadores están de acuerdo, 
las organizaríamos de esa manera y en ese sentido, pedimos a la Secretaría que realice las 
coordinaciones pertinentes. 


Hacemos pasar ahora a los representantes de la Agencia Nacional de Vivienda. 
(Ingresan a Sala los representantes de la Agencia Nacional de Vivienda.) 


-La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado da la bienvenida a los 
representantes de la Agencia Nacional de Vivienda. 


La idea de esta convocatoria es hacer lo que nos corresponde como parlamentarios, es decir, 
realizar el seguimiento de la ejecución de las políticas de vivienda. Es por ello que hemos estado 
citando a diferentes instituciones. En este sentido, hace unos días convocamos al Director de Mevir. 
Nos parece interesante hacerlo porque de esta forma podemos ir chequeando y saber cómo se va 
procesando el trabajo en un organismo que es de reciente creación -es relativamente joven- y que ha 
tenido una labor compleja. 


Les damos la palabra para que realicen su exposición. 


SEÑOR MENDIVE.- Haremos una exposición general sobre los diferentes proyectos que están en 
marcha en la órbita de la Agencia Nacional de Vivienda, junto con la señora Vicepresidenta, asistente 
social Cristina Fynn, que hará referencia específica a los llevados a cabo en convenio con el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. También nos acompaña el Director Juan José 
Bruno, por lo que está presente todo el Directorio de la ANV. 


Antes que nada, daremos cuenta de la política implementada por la Agencia Nacional de 
Vivienda como ejecutora de las políticas habitacionales de la Cartera, que le fueron pasadas del Banco 
Hipotecario del Uruguay en nueve fideicomisos -que involucran a 61.087 viviendas, 536 complejos 
habitacionales y 332 cooperativas, de las cuales 140 son de ahorro y préstamo y 192 de ayuda mutua- 
en el siguiente orden: primero, los lll, IV y V; luego los restantes, todos ellos a partir de diciembre de 
2008; y, finalmente, los X y XI, el 28 de febrero de 2011. Esto se produce cuando el Ministerio de 
Economía y Finanzas compra los fideicomisos y los da en gestión a la Agencia Nacional de Vivienda. 
Por ser el beneficiario, el Ministerio debe estar de acuerdo con la política aplicada. A su vez, en virtud 
de la ley que crea la Agencia, toda cartera de crédito gestionada por la entidad debe tener la 
aprobación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Se gestiona, pues, 
una política pública en acuerdo con los dos Ministerios involucrados. 


Esa definición de política es alcanzada luego de un análisis de toda la cartera por la Agencia 
Nacional de Vivienda y se diferencia, según corresponda a cartera social o a cartera comercial, de 
acuerdo con una categorización elaborada en el Banco Hipotecario del Uruguay. La idea fue que toda 
la cartera social pasara a la Agencia Nacional de Vivienda, al igual que la cartera comercial más 
morosa. El criterio de gestión de la cartera comercial no se diferencia del que tiene hoy el Banco 
Hipotecario del Uruguay con la cartera morosa. Por pasar a la Agencia Nacional de Vivienda, la cartera 
comercial no tiene un tratamiento diferencial, pero sí se pasa a la cartera más morosa. En ese sentido, 
se ha emprendido una tarea de gestión. El diferencial está dado en la gestión de la cartera social, 
llevándose a cabo una política muy importante de readecuación de deudas, pero en el marco de un 
programa más amplio que busca mejorar la calidad habitacional de esos conjuntos habitacionales. 


La reestructura de deuda parte del concepto de que nadie puede pagar más de lo que vale la 
vivienda. Es decir que, en primera instancia, se readecua la deuda al valor de la vivienda. Luego, a la 
deuda de la vivienda se le quita lo amortizado por el hogar durante la vida del préstamo, llegándose así 
a un nuevo valor de la deuda, que es la que se presenta como propuesta a cada uno de los hogares. 
Para alcanzarla, deben llegar a un acuerdo con la Agencia Nacional de Vivienda por el que, durante un 
año, deben pagar en fecha las cuotas del préstamo, cumplir con los gastos comunes, tener un acuerdo 
con las Intendencias a los efectos de celebrar un convenio para el pago de la contribución inmobiliaria 
y desistir de juicios a futuro por posibles vicios constructivos de la vivienda contra el Banco Hipotecario 
del Uruguay. Es así que, desde fines de 2008, la Agencia empezó a aplicar una política enmarcada 
sobre la siguiente base: tal como venía siendo gestionada esta cartera, cómo se había originado -con 
una antigúedad de 23 o 24 años- y cómo se calculaba  -de acuerdo a la cuota, al préstamo y a la tasa 
de interés- los años restantes para cancelarla promediaban en otros 25 años. Es decir que un 30% de 
la cuota fijada no llegaba a cubrir ni siquiera los intereses, por lo tanto, el plazo se hacía infinito. En 
consecuencia, se entendió necesaria una readecuación importante de las deudas -dada también la 
altísima morosidad existente- con la clara idea de cambiar la cultura de pago y generar en estos 
conjuntos habitacionales una serie de reglas donde sí se marcan los derechos y responsabilidades. 


Si bien la política se compromete en el reconocimiento del derecho a la vivienda y a la 
permanencia en la misma, una vez readecuada la deuda, nosotros somos muy firmes en el 
cumplimiento de los pagos. Este es uno de los diferenciales que la Agencia tiene para aportar: 
especializarse en la gestión de préstamos para la vivienda social. 


Asimismo, hay otro conjunto de programas relacionados con la readecuación de deuda; el 
primero de ellos es el fortalecimiento de las Comisiones Administradoras. A nuestro juicio, era 
necesario reconstituir la organización interna de estos conjuntos habitacionales para que los propios 
vecinos se fueran organizando en el mantenimiento de los espacios y bienes comunes. La estrategia 
general hacia esta Cartera es fortalecer la organización interna para que luego el Estado pueda ir 
desprendiéndose de ella, pero siempre en base a cierta organización, donde la autogestión pudiera 
llevarse a cabo. En este sentido, la Agencia Nacional de Vivienda ha trabajado con grupos de 
asistentes sociales. Asimismo, la propia política de readecuación de deudas ha dado un poder bastante 
importante a las Comisiones Administradoras, ya que son las que informan a la Agencia si los vecinos 
cumplen con los gastos comunes, si están o no al día con la cuota -en caso de no estarlo, deben llegar 
a un acuerdo con las Comisiones- y si les corresponde o no la quita. 


El mensaje que se ha dado desde la Agencia Nacional de Vivienda, en el sentido de que además de 
estar dispuestos a apoyar y fortalecer a las Comisiones Administradoras, recibiremos las propuestas de 
rescisión de los compromisos por el no pago de los gastos comunes, ha sido muy claro. La gran 
mayoría de los préstamos de la cartera social son promesas de compraventa; hay pocos créditos 
hipotecarios. En este sentido, las Comisiones Administradoras tienen la libertad de plantearnos los 
casos que entiendan convenientes; la Agencia no las obliga a hacer tal o cual acuerdo de pago. Si, 
efectivamente, la política es la de autogestión, es en ellas que depositamos la posibilidad de 
administrar los endeudamientos por el no pago de gastos comunes como entiendan pertinente. Al 
respecto hemos tenido algunos problemas, ya que ciertas Comisiones Administradores han sido más 
estrictas de lo que esperábamos, pero consideramos que esto es parte del proceso de aprendizaje que 
tiene el hecho de otorgarles este poder. Además, en conjunto con este programa, hemos emprendido 
uno de regularización jurídica notarial, ya que en muchos casos estas promesas de compraventa no 
tienen definida la propiedad horizontal. Este programa tiene precisamente esa finalidad y trabaja con 
conjuntos habitacionales importantes de Montevideo, principalmente con los Euskal Erría y con el 
Complejo América. Se trata de un trabajo sumamente complejo mediante el cual se ha podido avanzar 
en lo que tiene que ver con la regularización notarial. A la fecha se han regularizado 2.407 viviendas de 


54 conjuntos habitacionales, lo que da posibilidad a las familias de escriturar una vez que cancelen el 
préstamo. Esta es otra de las deudas que tenemos como Estado: definir la propiedad horizontal para 
que quien cancela pueda eventualmente vender, hipotecar o vender mediante un préstamo hipotecario. 
De otra forma, se dificulta mucho la comercialización de estas viviendas porque nadie presta para una 
promesa, aunque tenga saldo cero. 


Entonces, definir la propiedad horizontal tiene un impacto importante sobre el volumen de 
viviendas que se ofrece en el mercado y sobre aquellas personas que pagaron un préstamo durante 
mucho tiempo. 


Este programa también comprende la regularización de situaciones previas a diciembre de 
2008, donde encontramos una gran variedad de casos, como aquellos ligados al ocupante con un 
grado de relacionamiento o de parentesco con el titular, donde de pronto no se hizo una sucesión. Esta 
es una situación irregular que la Agencia se ha encargado de habilitar mediante un Departamento 
específico. También están aquellas situaciones intermedias -de diversa índole- en las que se ha 
vendido la vivienda de forma no regular, y por otro lado, los casos de intrusión. Frente a toda esta 
gama de situaciones, la Agencia, con apoyo de las Comisiones administradoras y con un programa 
social importante, está emprendiendo este subprograma de regularización, que tiene su complejidad y 
que insume tiempo. 


Dentro de las carteras que tenemos actualmente en gestión, la social se concentra en lo que 
denominamos el Fideicomiso V y abarca unas 16.255 viviendas. De las carteras que pasaron a ser 
gestionadas por la Agencia a fines del 2008, esta es una en las que hemos trabajado más 
intensamente. Al día de hoy llevamos una reestructuración del 59% de las situaciones de esta cartera 
social -o sea, del Fideicomiso V- y la morosidad en esa franja reestructurada es del 4%. En el resto de 
la cartera, es decir, en el 41% de las situaciones, la morosidad está en el 39%. 


Consideramos importante señalar en la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del 
Senado que en todo este proceso -en particular, en la cartera social que mencionamos, que es el 
Fideicomiso V- se ha citado en reiteradas oportunidades a los integrantes de los hogares para que 
concurran a la Agencia Nacional de Vivienda a los efectos de que tomen conciencia de su situación y 
puedan firmar estos acuerdos de pago que implican grandes reestructuras de deuda, y que también 
tienen un componente adicional de subsidio a la cuota. La política así diseñada dice que en caso de 
que el hogar, de acuerdo a esta reestructura de deuda que se hace, aun con la cuota que queda, no 
pueda pagar, está previsto, a partir de parámetros de ingreso, un reajuste de la cuota. Hay un subsidio 
a la cuota implícito, que se puede revisar con el tiempo. 


Queremos dar cuenta de que las vías de solución están en la definición de la política. Ahora 
bien, hay un conjunto de hogares a los cuales se los ha citado reiteradamente -cinco o seis veces- por 
cartas, además se ha concurrido a los conjuntos habitacionales y se ha trabajado con las comisiones 
administradoras, y no se han acercado a la Agencia. Por lo tanto, la política que ha planteado la 
Agencia es la de dar señales claras. En ese sentido, hay un conjunto de programas que dan cuenta de 
los derechos, para que esta generación de nueva cultura de pago no se quede en el discurso sino 
también en los hechos. La idea ha sido empezar por una política de rescisión de las promesas o 
ejecución de los créditos hipotecarios y, en algunos casos, se han producido lanzamientos. 


Es importante mencionar que en muchos de los casos en los que la Agencia ha planteado la 
rescisión de la promesa y ha comenzado un juicio de lanzamiento, fueron a arreglar. Lo mismo sucedió 
con los casos de rescisión de promesa por no pago de gastos comunes. De todas maneras seguimos 
manteniendo un conjunto de hogares con lo que estamos entrando en una etapa de dar señales claras 
sobre cuál es la política. 


En términos generales estos serían los lineamientos, sin perjuicio de que podemos dar más 
detalles si los señores Senadores lo estiman conveniente. Además, contamos con un PowerPoint para 
dar detalles de cuántas viviendas son por fideicomiso, cómo esta compuesto cada uno de ellos y el 
total del valor contable. Recordemos que estos fideicomisos fueron adquiridos por el Ministerio de 
Economía y Finanzas al valor contable en que, en ese momento, estaban registrados en el Banco 
Hipotecario del Uruguay. Esto se debe a la Ley de Rendición de Cuentas de 2007. 


En el marco de esta política hemos detectado conjuntos de viviendas vacías. En ese sentido 
la Agencia ha trabajado para poder comercializarlas y venderlas. La Agencia ha emprendido un 
programa para reparar estas viviendas, de forma tal que se entreguen a quien las compra en las 
mejores condiciones posibles. No queremos entregar esas viviendas en el estado en que se 
encuentran actualmente. Hoy, muchas de estas viviendas no están en buen estado y no queremos 
generar un problema de aquí a dos o tres años con el ánimo de desprendernos rápidamente de ellas 
porque se sabe, y hay experiencia, que puede haber un compromiso de la familia en arreglar la 
vivienda, pero una vez que está dentro se le hace muy difícil, sobre todo, a la población a la que 
queremos llegar. Por lo tanto, la Agencia emprendió la política de comercialización de estas viviendas 
en el año 2009 y hoy vamos en el cuarto llamado, llevamos comercializadas 850. Se repara la vivienda 
y se vende a través de un compromiso de compraventa que tiene un ahorro previo del 5%, lo que 
facilita el acceso y también tiene una modalidad particular en el préstamo, porque a los quince años el 
saldo adeudado se puede ajustar si se constata que el valor de la vivienda ha bajado. Estamos 
hablando de un stock de inmuebles de viviendas de interés social que puede tener una probabilidad 
alta de desvalorización y no queremos que a los quince años estén, de nuevo, en la situación de que 
deben más de lo que vale la vivienda. Desde la política pública habitacional se está dispuesto a tomar 
ese riesgo de desvalorización y no dejarlo enteramente en quien compra la vivienda a través de esta 
promesa. 


Nos quedan algunas viviendas por comercializar; en particular, vamos a lanzar una Fase 5, 
de 150 unidades. Se trata de viviendas en conjuntos habitacionales con mayor vulnerabilidad social y 
urbana donde, quizá, para comprarlas no se llegue al 5% de ahorro previo requerido. Lo que 
planteamos son posibilidades de arrendamiento con opción a compra o, en algunos casos especiales, 
promesas sin ahorro previo. Se trata de situaciones de mucha vulnerabilidad. Incluso, hemos ofrecido 
alguno de estos conjuntos de viviendas pero no han sido seleccionados por la población. Por lo tanto, 
en estos casos se necesita contar con una política especial o particular de comercialización a la vez 
que se requiere trabajar sobre el conjunto habitacional. Al respecto, tal vez la Vicepresidenta, señora 
Cristina Fynn, luego pueda explayarse en la política particular que adoptamos en torno a uno de los 
conjuntos en el cual hay viviendas vacías. No obstante, cabe destacar que es necesario contar con otro 
tipo de abordaje para tratar la situación. 


Esta es, en términos generales, la política de recupero sobre la que podremos dar más 
detalles en una presentación de PowerPoint ya que tal vez en forma oral resulte confusa. 


Por otra parte, con las viviendas vacías ha llegado del Banco Hipotecario un conjunto de 
obras inconclusas -denominados esqueletos- de programas que financiaba el Banco pero en los que 
los edificios quedaban sin terminar. Tenemos una variedad de situaciones de edificios sin terminar, 
algunos con más de treinta años y otros más recientes. A mitad de 2009, a través de un Programa que 
denominamos de Recuperación Urbana y Social, llamamos a inversores privados con el fin de terminar 
estos esqueletos. En junio de 2009 presentamos cinco esqueletos de los cuales uno no fue atractivo 
para los privados y, por lo tanto, no recibimos propuestas. De los restantes cuatro, dos se vendieron 
con y sin promesas incluidas, otro se vendió con obligación de hacer, y con el último hemos llegado a 
una asociación con el privado. Me refiero al proyecto cercano al Palacio Legislativo en la ex fábrica 
Alpargatas, denominado “Terrazas del Palacio”. Al respecto, la Agencia Nacional de Viviendas 
emprendió un proceso bastante laborioso de negociación con un privado, como inversor. La Asociación 
aporta el esqueleto y el privado el dinero y la gestión para terminarlo. En la próxima semana se podrá 
ver la publicidad de este emprendimiento, del que restan unas 324 viviendas. Ha sido todo un proceso 
de negociación con el privado pero también con los promitentes compradores. En el proyecto “Terrazas 
del Palacio” hay unos 140 promitentes compradores, lo que ha implicado que la Agencia haya tenido 
que llamar a cada uno para ofrecerle una vía de salida: la renovación o el pago por la promesa. Este 
proceso ha culminado y hoy estamos en condiciones de reiniciar las obras del proyecto “Terrazas del 
Palacio”, a fin de empezar a concretar la construcción de viviendas en un barrio de la ciudad que lo 
necesita. 


Volviendo al tema de los esqueletos quiero agregar que nos asociamos con la Intendencia 
Municipal de Maldonado para terminar uno de los edificios que estaba sin concluir en la ciudad de San 
Carlos. La Intendencia aportó los recursos para poder terminar la obra y en conjunto con la Agencia 
Nacional de Vivienda se plantearon modalidades bastante ventajosas para la adquisición de estas 108 
viviendas. Este edificio se encuentra en la fase final de construcción y ya se han vendido unas cuantas 
viviendas con el financiamiento del Banco Hipotecario. 


Por otra parte, se hizo un segundo llamado relacionado con ocho esqueletos: tres edificios en 
Montevideo, un terreno en la zona del Cordón y cuatro edificios en el interior del país. En este caso se 
van a priorizar las propuestas que se presenten para terminar estos edificios en el marco de la Ley N* 
18.795, de Promoción de Vivienda de Interés Social. Queríamos que la ley estuviese aprobada para 
poder largar la oferta de estos esqueletos y, como dije, priorizar la propuesta de inversores privados 
que se presenten en el marco de la esta norma. 


La segunda prioridad la van a tener aquellos inversores que quieran financiar -no asociarse y 
cogestionar- un proyecto de vivienda de interés social que se le encargue a la Agencia Nacional de 
Vivienda. En este sentido, hemos detectado algunos interesados. 


La tercera opción que está disponible es que los inversores planteen una propuesta de 
compra no necesariamente relacionada con un proyecto de vivienda de interés social puesto que 
algunos edificios no pueden adaptarse -o es muy difícil hacerlo- a este tipo de propuesta. 


Este es el conjunto de inmuebles que está disponible en el marco de la ley. 


La Agencia Nacional de Vivienda también trabajó en la elaboración del proyecto de ley de 
viviendas de interés social a cargo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y hoy tiene pronta la Oficina del Inversor para empezar a recibir proyectos. Ya está disponible 
toda la reglamentación correspondiente, esto es, los decretos del Poder Ejecutivo y las resoluciones 
del Ministerio sobre la definición de viviendas de interés social. Desde que comenzó a funcionar la 
Oficina del Inversor, hace dos semanas, se realizaron muchas consultas y al día de hoy se han 
presentado tres proyectos para obtener los beneficios tributarios. 


La Agencia también estuvo presente en el resto de los instrumentos que componen esta caja 
de herramientas o programa definido en la línea estratégica N* 6 del Plan Quinquenal. En ese sentido, 
se trabajó en el diseño y en la implementación del Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios, que 
estimamos puede estar en funcionamiento a fines de este año o principios del próximo. También se 
trabajó, junto con la Corporación Nacional para el Desarrollo, en el diseño del Fondo de Garantía de 
Desarrollos Inmobiliarios, con la idea de que haya financiamientos para pequeños y medianos 
inversores. A su vez, la Agencia está colaborando con el Ministerio en la negociación con los bancos 
para los préstamos con subsidio en la cuota. Es decir que se está abordando el conjunto de medidas 
relacionadas con este paquete de instrumentos compatible con los objetivos de política pública. Es 
necesario aclarar que estos fondos de garantía hipotecaria, tal como lo marca la Ley en su Capítulo ll, 
serán administrados por la Agencia Nacional de Vivienda. A su vez, la administración o el monitoreo del 
Fondo de Garantía de Desarrollos Inmobiliarios -más allá de que se canalice por la vía del Sistema 
Nacional de Garantías, a través de la Corporación Nacional para el Desarrollo- también estará a cargo 
de la Agencia Nacional de Vivienda. A grandes rasgos, esto es lo que tenemos para decir respecto a la 
ley. 


Por otra parte, cabe destacar que la Agencia Nacional de Vivienda está apoyando al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en lo que tiene que ver con la 
disponibilidad de inmuebles que están en la cartera de viviendas de interés social, para que los 
privados puedan postular a ellos. Esta es una capacidad que adquirió la Agencia en su corta vida, en el 
sentido de conseguir inversores privados. En grandes líneas, es cuanto podemos comentar respecto a 
la gestión de la cartera de préstamos. A su vez, no debemos olvidar que estamos gestionando los 
préstamos nuevos del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, es decir, 
aquellos que están destinados a cooperativas y no solamente a personas físicas. 


SEÑOR BRUNO.- Quisiera agregar algún comentario sobre cuál ha sido el rol que juega la Agencia 
comparándolo con el del Banco Hipotecario porque es un tema que nos ha importado mucho. Hace un 
momento el señor Presidente de la Agencia hacía mención a que hay entre un 3% y un 4% de 
morosidad en la cartera social pero debemos recordar que la morosidad en el Banco Hipotecario 
alcanzaba el 50%. Creo que este es un dato importante. 


Otro asunto a destacar es que, como todos saben, los dos tercios del personal del Banco 
Hipotecario pasaron a la Agencia. En la actualidad, el presupuesto anual de la Agencia ronda los US$ 
40:000.000, dependiendo del valor del dólar. Según los datos que recibimos del informe bimestral que 


se nos suministra, durante 2010 se recaudaron US$ 48:000.000. Esto quiere decir que obtuvo ingresos 
por encima de su costo habitual. Es importante saber que si todos los funcionarios bancarios tuvieran 
su salario “Agencia”, el presupuesto de la misma sería de US$ 16:000.000 en lugar de US$ 40:000.000 
anuales. Por lo tanto, los US$ 24:000.000 de diferencia representan el esfuerzo que sigue haciendo el 
Estado para reformar el Banco Hipotecario ya que, en definitiva, por vía indirecta, esto es así. 


Por último, quisiera puntualizar que el Banco Hipotecario nos pasa las carteras e informa al 
Ministerio. Sin embargo, la Agencia también hace una auditoría para decir al Ministerio cuánto valen 
esas carteras. Esto se hace para que este tenga claro que lo que recauda la Agencia guarda relación 
con lo que dice la auditoría, aun cuando pueda haber diferencias con la información que brinda el 
Banco Hipotecario. 


SEÑORA FYNN.- En primer lugar, queremos destacar que con el objetivo de que esta política sea 
sustentable, la Agencia también tiene un rol en la política social y habitacional, lo que nos parece 
sustancial. El señor Presidente de la Agencia explicaba que hay conjuntos habitacionales que hemos 
caracterizado de acuerdo con su grado de vulnerabilidad. Esto responde a distintas razones y algunas 
de ellas son el lugar en el que están implantados, el entorno, los perfiles socio-económicos de la 
población y su propia historia. También hemos tratado de hacer un trabajo más territorial, que no 
solamente esté focalizado en el conjunto habitacional. Sabemos que ello no se puede hacer con una 
sola disciplina o desde una sola institución. Entonces, en el marco del Plan Casavalle, estamos 
llevando adelante una intervención en el Conjunto Habitacional CH84, ubicado en San Martín y 
Aparicio Saravia. Allí hemos hecho una intervención integral en coordinación con el Ministerio del 
Interior, con Coetc -que había sacado la terminal de la línea 405 y ahora la volvió a instalar- con el 
Mides, con el Ministerio de Salud Pública y con la Intendencia Municipal de Montevideo. Además, 
quiero resaltar que, fundamentalmente, trabajamos con los vecinos en lo que hace a su organización, 
con el objetivo de lograr un conjunto habitacional viable, saludable y en el que se pueda vivir. 


Es un trabajo bastante difícil, pero nos parece una demostración de que se puede llevar 
adelante con este tipo de población y hacer que sea sustentable el resto de la política. Cabe destacar 
que también vamos a realizarlo en Juan Lacaze, departamento de Colonia, donde tenemos varios 
conjuntos habitacionales. 


Este aspecto territorial también lo estamos desarrollando al participar como Agencia en el 
Consejo Goes. En la medida en que tenemos el emprendimiento de Alpargatas y hay una cantidad de 
iniciativas, nos parece importante tender lazos en lo territorial. 


Con respecto a los programas en ejecución que fueron derivados del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en esta etapa se están redefiniendo los roles dentro del 
propio sistema público de vivienda. Antes la Dirección Nacional de Vivienda ejecutaba los programas y 
hoy pasa a tener un rol de diseño, elaboración y monitoreo de la política, la Agencia se ocupa de la 
ejecución y el Banco Hipotecario queda como Banco del Estado que financia la vivienda. En ese 
sentido, se nos fueron trasladando las cooperativas de la Reglamentación 2008, de las cuales hay 69 
en obra -lo que significa 2.211 viviendas- 25 en Montevideo y 44 en el interior; y 31 terminadas desde 
enero de 2010, 19 en Montevideo y 12 en el interior. En las cooperativas se sigue todo el proceso, es 
decir, una vez que el Ministerio hace el llamado, la Agencia se encarga del estudio de la viabilidad del 
terreno y del padrón socio económico, el estudio del anteproyecto -tanto desde el punto de vista físico 
como social- la aprobación del proyecto ejecutivo, el seguimiento de la obra, la gestión del pago de las 
diversas cuotas de avance de obra y el recupero. Ya se hizo el llamado por parte del Ministerio y se 
inició el estudio de las primeras cooperativas presentadas que se incluyen en la Reglamentación 2011. 
Hacemos mucho hincapié en lo que es la supervisión del trabajo con las cooperativas por parte de los 
técnicos de la Agencia porque entendemos que es fundamental que realmente sean buenos proyectos 
desde el punto de vista físico y social, pero queremos que también sean sustentables en el tiempo. 


Asimismo, continuamos con los PPT -precio, proyecto y terreno- de los cuales hay 23 en obra 
-lo que significa 815 viviendas- 15 en Montevideo y 8 en el interior; y se han terminado 29 desde enero 
de 2010, 13 en Montevideo y 16 en el interior. 


Por otro lado, estamos en el proceso de asumir los programas del Plan Quinquenal que 
empieza a implementar el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. El 


primero de ellos es el relativo a microcréditos para refacción de vivienda, que es un programa para 
familias con ingresos menores a 60 UR a las que se les presta entre 5.000 y 50.000 unidades 
indexadas. Su particularidad es que hacemos un acompañamiento desde el punto de vista técnico a fin 
de asegurarnos que los materiales mejoren la habitabilidad de la vivienda y no sean utilizados para 
cuestiones más suntuarias. Por lo tanto, se hace el pedido y luego un asistente social y un arquitecto 
realizan una visita para orientar a la familia con respecto a la obra que va a construir y hacer un estudio 
socioeconómico de la familia solicitante. En realidad, actualmente esto se está implementando en 
Tacuarembó, Colonia, Paso de los Toros, Fray Bentos y San José; lo estamos haciendo como una 
experiencia piloto, pero en el año 2012 se generalizará al resto del territorio. 


A su vez, estamos intentando implementar el Fondo de Garantía de Alquiler, lo que significa 
la posibilidad de acceso a un alquiler con una garantía respaldada por el Estado. Es un convenio que 
firmaremos la próxima semana con la Contaduría General de la Nación y lo implementaremos en todo 
el país, excepto Canelones y Montevideo, donde dicha Contaduría seguirá dando el respaldo 
requerido. Esto es para familias cuyos ingresos no superen las 100 UR y que pagarán un alquiler 
de hasta 21 UR. 


Asimismo, sigue en marcha la garantía de alquileres para jóvenes; como los señores 
Senadores saben, pueden asociarse hasta cinco personas para cubrir el nivel de ingresos necesario. 


Por otra parte, el Ministerio ya hizo el llamado al programa de autoconstrucción en algunos 
departamentos del interior. Nosotros vamos a hacer toda la gestión del pago hasta diciembre y en 2012 
asumiremos la asistencia técnica, lo que requiere la participación de técnicos del área social, de 
arquitectura y de algún capataz de obra para orientar a las familias en la construcción de viviendas en 
predios públicos o privados. 


Esto tiene una fuerte impronta en las sucursales del interior. Tenemos diecinueve sucursales 
en todo el país y, como bien decía el Director Bruno, esta tarea implica una reconversión del personal 
de la Agencia, que tiene un perfil de funcionario bancario y ahora va a atender a otro tipo de población. 
Es importante que esté preparado para esta nueva labor y para ello estamos haciendo talleres de 
capacitación en conjunto con los funcionarios del Ministerio y del Banco Hipotecario del Uruguay. 


Los funcionarios de la Agencia realizan esa doble función, que a partir de ahora pasará a ser 
triple, o sea, Ministerio, Banco y Agencia. 


Por otro lado, hemos firmado un convenio para realizar la compra de vivienda usada para 
realojos. En ese sentido, ya tuvimos una experiencia en Montevideo a través de un convenio firmado 
con el PIAl para insertar a algunas familias en conjuntos habitacionales nuestros en la ciudad formal. 
Tal como el Presidente Mendive señalaba, son viviendas del stock que tiene la Agencia, que se 
reparan. Este es un trabajo muy cuidadoso, ya que no se elige cualquier tipo de perfil social. Además, 
luego se hace un seguimiento en forma conjunta por parte de los funcionarios de la Agencia y de la 
Intendencia para saber cómo es la evolución y la inserción de esas familias y de qué manera los recibe 
la población del conjunto. 


Asimismo, firmamos otro convenio con el PIAl nacional para tener esto como un recurso para 
los realojos y no solamente construir viviendas nuevas. 


Además, el viernes firmamos un convenio con la Intendencia de Maldonado para la 
construcción de viviendas en Cañada Aparicio. 


Por otra parte, hacemos algunos soportes de servicios en vivienda como, por ejemplo, el 
realizado para el PIAl en algunas licitaciones como en el asentamiento Las Láminas. A su vez, estamos 
por ejecutar el programa de Credimat, traspasado del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. 


En líneas generales, esos son los programas que estamos implementando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias. 


¿Los señores invitados desean agregar algún comentario o pasamos a realizar las 
preguntas? 


SEÑOR BRUNO.- Quisiera hacer una puntualización final. Para el año 2012 pensamos asumir la 
ejecución total de los programas que recién mencionaba la señora Vicepresidenta. Esto se hará a 
medida que se vaya consolidando la nueva formulación del sistema público de vivienda, lo que ha 
llevado a que el Ministerio, particularmente la Dinavi, se vaya transformando en la entidad central que 
tiene la capacidad de diseñar las políticas y la Agencia sea la que las ejecute. 


Más allá de que en ciertos casos tanto la Agencia como la Dinavi han diseñado y en algunos 
la Dinavi ha ejecutado, la idea es que en el transcurso de 2012 esa ejecución pase casi en su totalidad 
a la Agencia Nacional de Vivienda. 


Por otro lado, quisiera hacer una pequeña puntualización con respecto a los programas de 
cooperativas. Las reglamentaciones fijadas particularmente en 2008 -la de 2012 es muy nueva- 
permiten establecer plazos y responsabilidades para cada una de las partes. Así como el Instituto de 
Asistencia Técnica -que respalda el proyecto de la cooperativa- tiene que presentar diversos recaudos 
ante la Agencia Nacional de Vivienda en sus diferentes fases, la Agencia tiene plazos para responderle; 
asimismo, el Instituto tiene plazos para contestarle a la Agencia. Sobre la base de la nueva 
reglamentación, eso ha llevado a que los plazos se hayan reducido enormemente y a que se empiece 
a confiar en que la postulación a un sistema cooperativo lleva tiempos razonables. En principio, a la 
Agencia le costó comprender cuáles eran las reglas, pero luego llegó a tener una mayor credibilidad en 
el sistema y más ánimo para construir cooperativas de viviendas. 


SEÑORA FYNN.- Es del caso agregar que un trámite que antes llevaba 43 meses pasó a durar 24 
meses y este año se alcanzó el récord de escriturar dos cooperativas, en Rodó, luego de 12 meses de 
trámite. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me interesaría chequear una información que tengo, para saber si es real. 


El Banco República también está dando préstamos para vivienda. Quisiera saber si esa 
política tiene algo que ver con la Agencia o forma parte de un acuerdo distinto. 


SEÑOR MENDIVE.- En principio, no tiene que ver con la Agencia. 


Como parte de la Ley de Promoción de la Vivienda de Interés Social, el nuevo régimen de 
propiedad horizontal ha permitido que el Banco República disponga actualmente de más incentivos 
para prestar a inversores en vivienda, en la medida en que no debe esperar a que el edificio tenga la 
habilitación municipal correspondiente. Eso era algo buscado por dicho Banco, ya que no tenía ley de 
financiamiento en el pozo pues estaba disponible solamente para el Banco Hipotecario del Uruguay. 
Pero este no le puede prestar al inversor; esa facultad estaba asignada solamente a los bancos 
privados. Hoy el nuevo régimen de propiedad horizontal hace más atractivo al Banco República 
financiar a los inversores. Entendemos que es un actor muy importante para promover la inversión en 
viviendas de interés social. 


SEÑOR BRUNO.- Simplemente, quiero acotar que la Agencia ha firmado un convenio con el Banco 
República para microcréditos. La idea general es regularizar la situación de quienes no pueden 
acceder a los servicios jurídico-notariales, pues el tipo de familia atendida por la Agencia se ve 
impedida de hacerlo en una sola vez. 


SEÑOR MENDIVE.- Es correcto lo que señala el señor Director Bruno, porque hicimos un convenio 
con la parte de microfinanzas del Banco República en el que se incluye la posibilidad de financiamiento 
para que, una vez definida la propiedad horizontal, la familia pueda acceder a préstamos de 
promitentes compradores a los efectos de cubrir los gastos de escrituración de la vivienda. 


Por otro lado, el convenio con la parte de microfinanzas del BROU permite financiar a 
microemprendedores sobre una propuesta de locales comerciales presentes en los conjuntos 
habitacionales. Esta es otra de las líneas que tiene la Agencia pues, en muchos casos, a raíz de que 


quedaron inmuebles vacíos, se ha producido el deterioro de esos conjuntos. En el mes de setiembre 
lanzamos una propuesta para que microemprendedores tuvieran facilidades a los efectos de comprar 
esos locales y realizar sus proyectos. 


SEÑOR TAJAM..- Con el objeto de tener una idea más aproximada al trabajo con fideicomisos, quisiera 
saber cómo ha avanzado la cartera estructurada con respecto a su totalidad. Nos gustaría tener pautas 
e información sobre los avances previstos. 


SEÑOR MENDIVE.- En la presente imagen de PowerPoint, los señores Senadores podrán apreciar el 
conjunto de fideicomisos que van del número | al XI. El número | es el fideicomiso de cooperativas que 
fue constituido el 30 de noviembre de 2004; los números lll, IV y V, si bien empezaron a ser 
gestionados por la Agencia Nacional de Vivienda en diciembre de 2008, formalmente, se traspasaron 
en marzo de 2009; los números VI y VII, fueron constituidos en noviembre de 2009 por promesas 
comerciales y sociales, y créditos hipotecarios; el número IX, está constituido por inmuebles -allí están 
presentes los esqueletos que recién mencionábamos:; y los números X y XI fueron los que pasaron en 
febrero de este año. 


Asimismo, se puede observar el valor contable de adquisición por parte del Ministerio de 
Economía y Finanzas y una diversidad de préstamos -tanto créditos hipotecarios como promesas de 
compra-venta- de carácter social y comercial. Si bien los números son muy pequeños, se puede 
apreciar cómo se ha ido implementando la política. 


En la última columna figuran los porcentajes de deudas reestructuradas, cuyo total hoy se 
encuentra en alrededor de 15.000 préstamos. Particularmente, me refiero a la cartera social, dentro del 
fideicomiso V, con 9.721 reestructuras, equivalente al 59 % de ese fideicomiso -fue el primero que se 
comenzó a gestionar-; y al fideicomiso X, con una reestructura de 3.462 préstamos, equivalente al 
32%. Este fideicomiso está compuesto en su interior, principalmente, por promesas de compraventa en 
conjuntos habitacionales que financió el Banco Hipotecario en terrenos de las Intendencias; se conoce 
como “los convenios”. Para poder hacer esta reestructura y aplicar la misma política de readecuación 
de deudas -la descrita con relación a la cartera social- firmamos convenios con 18 Intendencias. Era 
necesario que estas reconocieran que la Agencia iba a ser la administradora y en el propio convenio 
quedó establecida la aplicación de esta política. Con la única Intendencia que no pudimos llegar a un 
acuerdo es con la de Tacuarembó, pero con el resto firmamos convenios para implementar esta política 
en forma conjunta. Las Intendencias se han comprometido a hacer la regularización jurídica notarial y 
en muchos casos a apoyar con trabajo para poder implementar la política sobre irregularidad. Estos 
son los avances que hemos logrado con respecto a la cartera, que se ha ido implementando a medida 
que íbamos recibiendo los fideicomisos. 


Los Fideicomisos !!l y IV corresponden a la cartera comercial, donde los acuerdos son otros. 
Lo que sí quedó establecido -y está dentro del Banco Hipotecario del Uruguay- es la posibilidad de que 
para viviendas de cartera comercial cuyo valor de tasación sea menor a 2.200 unidades reajustables 
pueda readecuarse la deuda hasta el valor de la vivienda. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Frecuentemente se ha manifestado aquí, en la Comisión, que la opinión 
pública tiene dificultad para comprender por qué un complejo habitacional pasa a fideicomiso o por qué 
no lo hace. En el caso de la cartera social es fácil de explicar, pero en lo que respecta a la cartera 
comercial, no hemos tenido posibilidad de responder porque no contamos con esa información. 


SEÑOR MENDIVE.- El criterio es que todos los conjuntos habitacionales que sean considerados 
cartera social pasen a la Agencia Nacional de Vivienda y se les aplique la política que hemos descrito. 
A su vez, de la cartera comercial pasan solamente los más morosos. Puede suceder que algún 
conjunto habitacional -sobre todo, de promitentes- que tenga un porcentaje elevado de morosidad pase 
en su totalidad, en cuyo caso podrían pasar también promitentes compradores que estuvieran al día. 
Ahora bien, con respecto a la cartera comercial, no existe diferencia en la aplicación de la política; por 
pasar a la Agencia, no necesariamente va a tener una ventaja, va a recibir el mismo trato que le da el 
Banco. De lo contrario, estaríamos premiando al moroso de la cartera comercial. Sí se aplica una 
política particular y especial en el caso de la cartera social que salió del Banco en su totalidad. Existe la 
creencia de que por el hecho de pasar a la Agencia reciben un trato preferencial, pero la cartera 
comercial que pasa es la morosa, aunque puede haber algún préstamo que no esté en esa situación y 


haya pasado dentro de un conjunto, pero el tratamiento que recibe es el mismo que si se hubiera 
quedado en el Banco. Hemos sido muy cuidadosos en eso para no dar señales erróneas, aunque en el 
ambiente siempre está la idea de que el que pasa a la Agencia tiene ciertas ventajas. 


Por otra parte, están los créditos que se gestionan mediante el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, muchos de los cuales van para la cartera de cooperativas - 
que son financiadas por el Fondo Nacional de Vivienda y no por el Banco Hipotecario del Uruguay- en 
la que se han aplicado algunos convenios. También están los nuevos préstamos generados mediante 
el Programa de Compra de Vivienda Usada -llevado a cabo durante 2009 y parte de 2010- y los 
generados a partir de los conjuntos habitacionales construidos con dineros del Fondo Nacional de 
Vivienda. 


La morosidad para las deudas de la cartera social reestructurada es del 4%, cuando el resto 
de la morosidad del fideicomiso V es del 39%. Igualmente, en el fideicomiso X, donde está presente la 
cartera social de los convenios que mencionamos con respecto a las Intendencias, la morosidad de la 
cartera reestructurada es del 3%, y en el resto es del 45%. Esto da cuenta de que aún tenemos mucho 
para trabajar en un tema complejo como el que estamos considerando. 


Si bien esta política de readecuación de deudas es la que da resultados más inmediatos, 
luego hay un trabajo mucho más intenso e intensivo en mano de obra; me refiero a la gestión social y a 
la jurídica notarial con relación, sobre todo, a la problemática que tiene que ver con la irregularidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que conocíamos el tema de Tacuarembó porque recibimos en 
esta Comisión a una delegación que estaba muy preocupada por este tema. Se trata de varias 
personas, sobre todo, de Paso de los Toros, si no me equivoco. Les explicamos que lo que podíamos 
hacer era averiguar sobre esta situación. 


SEÑOR MENDIVE.- En Tacuarembó están involucradas alrededor de 1.000 familias. 


Queremos hacer un resumen y una evaluación del trabajo que se ha realizado, y al mismo 
tiempo, decir cómo vemos el futuro de la Agencia. 


El proceso de gestación de la Agencia fue complejo ya que se produjo en forma paralela a la 
reestructura del Banco Hipotecario del Uruguay. Se trata de la conformación de un nuevo sistema 
público de vivienda que, entendemos, está dando cuenta de la necesidad de esta institucionalidad. 


Como mencionaba el Director Bruno, se ha dado una migración de funcionarios del Banco 
Hipotecario a esta entidad no bancaria, para lo cual ha sido necesario un proceso de adaptación. Hoy 
tenemos un conjunto de funcionarios involucrados con la tarea e identificados con la Agencia, a pesar 
de ese duelo de partida del Banco, en el que muchos tenían un promedio de 25 años de antiguedad. 
Hay que tener en cuenta que pasaron de un Banco oficial a una Agencia Nacional de Vivienda, que no 
es parte del sistema financiero oficial. Eso ha llevado a negociaciones duras y arduas con el sindicato, 
pero hoy estamos trabajando en un ambiente en el que se buscan acuerdos, en los cuales, los 
funcionarios y el sindicato, en la mayoría de los casos se han apropiado del proyecto Agencia y han 
comprendido la necesidad de trabajar desde otra perspectiva. 


Además, como también mencionó el Director Bruno, tenemos un componente de costos 
elevados que tienen que ver con costos salariales elevados que provienen de la banca oficial. A ello 
tenemos que sumar la existencia del corrimiento automático dentro de la banca oficial, lo que hace 
que con el paso del tiempo los salarios crezcan mucho. Por su parte, en el régimen salarial de la 
Agencia, han ingresado 19 funcionarios a desempeñar tareas que no podían realizar los funcionarios 
que pasaron del Banco Hipotecario. Estos nuevos funcionarios tienen un sueldo menor a los que 
vienen de la banca oficial y una carga horaria mayor ya que trabajan ocho horas en lugar de seis horas 
y media. Creemos que en el mediano plazo, en la medida que se dé el recambio, los costos se van a 
reducir significativamente, lo que hará más sustentable una entidad de este tipo que no solo tiene por 
ley el cometido de trabajar en políticas de vivienda, sino también en materia de elaboración e 
implementación de políticas de hábitat urbano. 


Esta es un área que comenzamos a desarrollar durante el 2012 y que entendemos necesaria 
para que el Gobierno Nacional cuente con las capacidades necesarias para apoyar a los Gobiernos 
Departamentales en políticas urbanas. 


Creemos en el proyecto Agencia Nacional de Vivienda; entendemos que se trata de una 
institución que agrega valor -no burocracia porque de lo contrario no serviría- en la medida en que se 
especializa en la gestión de las políticas habitacionales en sus diferentes disciplinas: en el campo 
arquitectónico, en el social, en lo jurídico notarial y en lo económico-financiero. La idea radica en 
integrar todas esas áreas con el fin de cumplir mejor con los cometidos del Estado en materia de 
política de viviendas y hacer que los recursos asignados lleguen de forma más eficiente a la población 
destinataria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos vuestra visita y, seguramente, cada tanto los molestaremos 
porque es nuestra función hacer el seguimiento a la Agencia Nacional de Vivienda. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 47 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


